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Reflexiones sobre la Reforma al Sistema Interamericano de Protección
´

Realizado por el Consultorio Jurídico Internacional de la Facultad de Derecho de Bogotá dentro del proceso de Consulta a los Actores del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos abierto por la CIDH(
Antecedentes
En la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH o Comisión) durante el  144º Período de Sesiones celebrado en la ciudad de Washington D.C., entre el 19 y el 30 de marzo de 2012, se realizó la audiencia “Proceso de fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos”, promovida por organizaciones de la sociedad civil provenientes de la mayoría de países de la región. Luego de presentar el panorama de violaciones a los derechos humanos en todo el continente, los defensores afirmaron que el sistema interamericano es una de las herramientas más importantes de protección de los derechos humanos” y que, sin embargo, “algunos gobiernos buscan impedir que la CIDH realice su labor”
.

En la misma sesión la Comisión analizó el informe del Grupo de Trabajo del Consejo Permanente de la OEA, y acordó continuar el diálogo con los Estados y la sociedad civil a fin de hacer cada día más efectiva la protección y promoción de los derechos humanos de todas las personas en todos los países miembros de la OEA
.
Como continuación de ese diálogo, la CIDH en su 145º Periodo de Sesiones, en julio de 2012, elaboró una agenda para desarrollar su proceso de reforma. A este propósito confeccionó un cuestionario para los usuarios del Sistema, en el marco de los objetivos estratégicos  de su plan de 2011 al 2015, con miras a dotar de mayor eficacia a su trabajo y a continuar fortaleciendo su capacidad de ejecutar el mandato principal que a ella encarga  la Carta de la Organización de los Estados Americanos: “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y […] servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia”
.
La CIDH apunta como norte de su proceso, lograr el equilibrio entre el rigor y la previsibilidad necesarios para mantener y subrayar una situación de seguridad jurídica, y la flexibilidad para adaptarse y responder a las necesidades de las víctimas de violaciones de derechos humanos.  Un principio fundamental para alcanzar estas metas, es el de promover de manera constante la transparencia a través del diseño de mejores mecanismos de información sobre sus decisiones y los criterios que las guían
.

El Consultorio Jurídico Internacional de la Facultad de Derecho expondrá, en las líneas que siguen, en primer lugar, un diagnóstico sobre los principales aspectos que deben tenerse en cuenta para mejorar y fortalecer el Sistema de protección; en segundo lugar,  los principios que deben presidir e informar este proceso de reforma que ha emprendido la CIDH y, finalmente, responderá algunas de las preguntas del cuestionario propuesto por la CIDH. Pretendemos contribuir, desde el espacio académico comprometido con la defensa y promoción de los derechos y libertades fundamentales,  a que el proceso culmine con el fortalecimiento del sistema.

Diagnóstico:

La conveniencia de realizar reformas a los procedimientos del Sistema Interamericano de Protección de los derechos humanos (Sistema o SIPDH) resulta de la propia dinámica de las situaciones que debe abordar y de la evolución contante del derecho internacional de los derechos humanos. 

Cabe destacar que la última reforma del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
 (Corte IDH o Corte) apunta, entre otros objetivos, a potenciar el papel de las víctimas y a garantizar un equilibrio procesal para los Estados, de tal forma que el debate se realice entre las víctimas y sus representantes de un lado y los Estados del otro, asumiendo la CIDH un papel menos protagónico, ya no de actora sino  de “órgano del sistema interamericano afianzando, así, el equilibrio procesal entre las partes
”.  

En el mismo sentido la reforma del Reglamento de la CIDH en 2009 tuvo como “Objetivo central (…) fortalecer el Sistema Interamericano a través del afianzamiento de la participación de las víctimas, de las garantías al equilibrio procesal y de la publicidad y la transparencia”
.
Muchos analistas coincidimos en mencionar tres grandes problemas que afronta el sistema interamericano, a saber: autonomía e independencia,  universalidad y cumplimiento de sus decisiones. La autonomía e independencia tiene que ver con la facultad de autorregularse, inherente a la función de los órganos judiciales y cuasijudiciales, que incluye la posibilidad de distribuir su presupuesto sin interferencia de otros órganos de la OEA, para el logro de sus objetivos previamente establecidos por la propia CIDH. En la universalidad encontramos dos aspectos que se interrelacionan. Por un lado, se refiere al número de Estados que adhieren a la Convención y a los demás instrumentos del Sistema, a los que reconocen la competencia de la CIDH para recibir y examinar comunicaciones en las que un Estado denuncie violaciones de derechos reconocidos en la Convención por parte de otro Estado parte (Art. 45 de la CIDH) y de los que aceptan la competencia de la Corte para dirimir controversias sobre la aplicación e interpretación de la Convención y los otros instrumentos del Sistema que contemplan esta posibilidad (Art. 62 de la CADH). Por otra parte, la universalidad también hace referencia a los derechos y libertades que pueden ser objeto de protección por parte de los órganos del Sistema. Finalmente, el cumplimiento de sus decisiones, es la base  de la legitimidad y credibilidad del Sistema, pues solo de esa manera se puede lograr el objetivo y fin de proteger los derechos y libertades fundamentales de las personas sometidas a la jurisdicción de los Estados del Continente y se cimenta la confianza de los usuarios.  

Para proponer algunas medidas tendientes a superar las dificultades, abordaremos el análisis de algunos principios, que consideramos premisas fundamentales de la reforma que se pretende del Reglamento. 

Los Principios del Sistema

a. El objetivo y fin  
Ante todo cabe recordar que la Corte, desde sus primeros pronunciamientos, proclamó que el objeto y fin de la Convención no son el intercambio recíproco de derechos entre un número limitado de Estados, sino la protección de los derechos de todos los seres humanos en América, independientemente de su nacionalidad
. 

De tal manera que no puede obviarse en este proceso que las modificaciones y sus contenidos deben perseguir ese fin. El propósito de la reforma no puede ser acomodarse a las situaciones de los Estados del hemisferio, sino buscar la efectividad en la protección de los derechos y libertades fundamentales de quienes habitamos en este hemisferio, lo que incluye también el respeto al derechos de defensa de estos y el fortalecimiento de sus ordenamientos e instituciones internas para que puedan cumplir adecuadamente las obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos y libertades fundamentales. 

Conviene, en consecuencia, que se pretenda que la reforma contribuya a promover que los Estados miembros de la OEA satisfagan las exigencias del Estado de Derecho y a que puedan desarrollar y fortalecer las instituciones de la democracia representativa y participativa, en consonancia con las previsiones de la Carta Democrática Interamericana y de la Carta de la Organización
. Es por ello que uno de los componentes fundamentales establecidos por la Carta Democrática, como sustento de la democracia en nuestra región,  es la plena vigencia de los derechos y libertades fundamentales y el fortalecimiento del Sistema interamericano de protección como herramienta subsidiaria
.

En este sentido, debe remarcarse que el respeto y garantía de los derechos humanos hace parte de las obligaciones erga omnes de los Estados por el hecho de hacer parte de la comunidad internacional
.

b.  La sencillez y facilidad de acceso

La Convención concibió un sistema de protección para que “Cualquier persona o grupo de personas” (Art. 44) pudiera ponerlo en marcha mediante la denuncia o petición ante la CIDH, cuando considerara que el Estado no le estaba respetando o garantizando los derechos reconocidos en la Convención.  
Por lo tanto, se debe buscar siempre que el acceso al sistema sea sencillo, fácilmente asequible para todas las personas que se sientan amenazadas o vulneradas  en sus derechos y libertades fundamentales. No pueden los cambios propiciar un sistema que requiera, para presentar una solicitud, la asesoría de expertos debido a su complejidad. Si así fuere, se perdería el sentido de lo que claramente se deduce del texto de la Convención y del objeto y fin que tiene el Sistema. 

La  CIDH puede incluso abrir de oficio un caso
 y está facultada para considerar derechos no mencionados por el o los denunciantes
, pues solo así asegura que sus actuaciones están adecuadamente encaminadas a “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos”  (Art. 41) en el continente.

El acceso debe facilitarse e incluso prohijarse por la Comisión y sus funcionarios, de tal manera que en cualquier lugar, por apartado de los centros urbanos que se encuentre, cualquier persona, independientemente de su grado de educación y de su versación en asuntos jurídicos, pueda acudir al Sistema en busca de protección y para que se le restablezcan sus  derechos.

La universalidad y su efectividad 
Es indudable, como anotan los Estados en su documento presentado ante la Asamblea General de Cochabamba este año
, que la falta de ratificación o adhesión de Estados a la CADH afecta seriamente la aplicación universal del Sistema y que, por lo tanto, deberían realizarse acciones para lograr la incorporación como Estados parte de todos los miembros de la OEA. En este sentido, la falta de ratificación o adhesión de Estados como Canadá y los Estados Unidos de América denotan una falta de compromiso integral con los acuerdo adquiridos como integrantes de la comunidad de Estados del continente y con los principios y valores proclamados en declaraciones adoptadas por ellos en consenso con los demás Estados miembros de la OEA, tales como la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y la Carta Democrática Interamericana.  

Cabe mencionar la lamentable decisión de Venezuela de denunciar la Convención y excluirse así del control que ejercen los órganos de protección del sistema en beneficio de los habitantes de ese país. Sin desconocer las fallas,  limitaciones y deficiencias que puedan encontrase en las actuaciones del Sistema frente a Venezuela, la decisión del Gobierno de este país, además de privar a sus habitantes de esa protección, redundará, con toda probabilidad, en un debilitamiento del Sistema y puede conducir a que otros Estados sigan su ejemplo. No es un buen precedente abandonar un sistema de control porque no se está de acuerdo con algunas de sus decisiones como Estado, pues olvida el sentido y fin primordial de proteger los derechos y libertades de las personas que busca el Sistema. 

Pero la universalidad también debe examinarse desde el ámbito de los derechos y libertades reconocidas por los instrumentos del Sistema. El Protocolo de San Salvador
, sobre derechos económicos, sociales y culturales, restringió la posibilidad de acudir a los órganos de protección solo a los casos que violaran los derechos a la educación y las libertades sindicales (Arts. 13 y 8. 1. a). Por voluntad expresa de los Estados se dejaron por fuera  del Sistema de protección derechos como la salud, la alimentación y la seguridad social. En igual sentido se han puesto de acuerdo los Estados al aprobar otros instrumentos como la Convención de Belém do Pará
, en la cual, también se limitó a un solo artículo los derechos cuya protección podía someterse al Sistema Interamericano

Sin embargo, en otros instrumentos interamericanos se han reconocido derechos que promueven el bienestar y la satisfacción de las necesidades básicas, inherentes a todos los seres humanos, pero sin mencionar la posibilidad de que su violación por parte de algunos de los Estados de la OEA pueda dar lugar a una intervención de la Comisión.  

En efecto, la Declaración Americana y la propia Carta de la OEA (Arts. 34, 45 y 49, entre otros) reconocen derechos como los que el Protocolo de San Salvador excluyó del sistema de protección y otros más vinculados a la búsqueda de la igualdad y del desarrollo equitativo para todas las personas. 

El propio preámbulo de la CADH, luego de reconocer que los derechos humanos son atributos propios de los seres humanos y de que el sistema de protección de la Convención debe ser coadyuvante o complementario de los que ofrecen los Estados en su ordenamiento interno, menciona los instrumentos en los que se han reconocido y proclamado derechos y libertades fundamentales:   

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional;
La Corte se ha pronunciado sobre este al considerar si la Declaración Americana podía ser objeto de interpretación en desarrollo de la función consultiva prevista en el Art. 64 de la Convención
: 

43. Puede considerarse entonces que, a manera de interpretación autorizada, los Estados Miembros han entendido que la Declaración contiene y define aquellos derechos humanos esenciales a los que la Carta se refiere, de manera que no se puede interpretar y aplicar la Carta de la Organización en materia de derechos humanos, sin integrar las normas pertinentes de ella con las correspondientes disposiciones de la Declaración, como resulta de la práctica seguida por los órganos de la OEA.

De manera que la reforma, en materia de universalización, debe tender a hacer realidad para todas las personas los derechos reconocidos en los otros instrumentos, pues como dice la propia Convención, al proclamar las reglas de interpretación:

 Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:

(…)

 c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y

 d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza
.
Con respecto a la efectividad, es menester recordar que el grado de cumplimiento de las decisiones de la CIDH y de las sentencias de la Corte IDH es lamentable. Los aspectos más importantes –que no son los monetarios- como las investigaciones y las garantías de no repetición, no son puestas en práctica por los Estados. 

Este tema no aparece en las reflexiones del Grupo de Trabajo y a cambio se establece una falsa tensión entre promoción de los derechos humanos y los casos individuales que tramita y decide la CIDH. 

Si los órganos políticos actuaran con decisión y no aceptaran la actitud defensiva de muchos Estados, se lograrían enormes progresos en la vigencia, respeto y garantía de los derechos reconocidos en los instrumentos del sistema. No son frecuentes las acciones ni los llamados por parte de los órganos políticos, para promover el cumplimiento de las decisiones y sentencias de los órganos del Sistema. Se requerirían acciones orientadas a velar por su cumplimiento
.  

No se debe pasar por alto que los informes de la CIDH y las sentencias de la Corte desarrollan consideraciones y recomendaciones que si se pusieran en práctica por los Estados, incluso aquellos que no son parte, se fortalecería la democracia y el respeto a los derechos humanos
. Así por ejemplo, la puesta en práctica del “control de convencionalidad
” por parte de los operadores judiciales en los respectivos países, contribuiría, sin lugar a dudas, a promover los derechos humanos y a tomar medidas para prevenir nuevas violaciones y para adecuar los ordenamientos internos a los requerimientos de la CADH y los demás instrumentos del sistema.  

d. La independencia y autonomía de la CIDH
Las funciones que la Convención le confiere a la CIDH no pueden desarrollarse adecuadamente si esta no goza de independencia y autonomía, en sus actuaciones y en la definición de sus criterios, prioridades y planes estratégicos. 

Estas características tienen que ver con su presupuesto y el manejo autónomo del mismo y también con la facultad de adoptar su reglamento y de promover, ante la Asamblea General, las modificaciones a su Estatuto. 

Sobre los recursos, la CIDH ha señalado: Desde hace un par de décadas la CIDH se enfrenta a crecientes exigencias como consecuencia de varios factores y ha debido cumplirlas con escasos recursos disponibles. En efecto, cada vez se presentan más denuncias ante la Comisión; la sociedad civil y los Estados solicitan más audiencias; se desarrolla más el trabajo de las relatorías temáticas; y se reciben mandatos adicionales de la Asamblea General
. 

Según las cifras que aporta la CIDH, después de 1996, los recursos asignados han sido muy acotados e incluso han sufrido recortes. En el 2005 se dio un recorte del 11% con respecto al año anterior, mientras que para 2007 y 2010 se registraron aumentos pero con destinación específica por voluntad de los Estados. Para paliar la falta de asignación de recursos en el presupuesto ordinario de la OEA, la Comisión ha recurrido a la búsqueda de recursos externos
.  Mientras que la OEA destina  a los órganos del sistema solo el 6% del presupuesto regular, el Consejo de Europa asigna cerca del 40 % de su presupuesto a cuestiones de derechos humanos
. 

En muchas ocasiones la Asamblea ha expresado la necesidad de incrementar los aportes del presupuesto ordinario para atender a las necesidades de los órganos del sistema, pero esto nunca se ha hecho realidad
. 

Cabe mencionar que las ayudas externas o las contribuciones voluntarias de los Estados se dirigen a actividades o programas específicos, con lo cual se mengua la capacidad de acción de la CIDH y se afecta su autonomía administrativa. En ese sentido es plausible la recomendación que en ese sentido hace el Grupo de Trabajo a los donantes y a los Estados
. 
La independencia y autonomía de la CIDH también tiene que ver con la facultad de autorregularse, dentro del marco establecido por la Convención. A este respecto, conviene recordar que el Art. 39 de la CADH le otorga a la Comisión la potestad de “dictar su propio Reglamento” y la encarga de preparar su Estatuto para someterlo a la aprobación de la Asamblea General. Esta tarea se realizó en 1979, cuando la Asamblea conoció, discutió y aprobó el Estatuto propuesto por la CIDH
. Aunque el Estatuto en su Art. 22 establece que podrá ser modificado por la Asamblea, no debe entenderse que la iniciativa de reforma deja de estar en cabeza de la CIDH y que se desplaza a cualquiera de los Estados miembros o a los órganos de la OEA con capacidad de actuar en el seno de la Asamblea, pues ello socavaría las bases fundamentales del Sistema de Protección, que no puede verse sometido a los cambiantes intereses de los Estados objeto de control. 

Se procede ahora a responder, basados en las consideraciones precedentes, algunas de las preguntas de la encuesta preparada por la CIDH para los actores del Sistema. 
Respuestas a la encuesta de la CIDH:
La respuestas a las preguntas que hemos seleccionado, están orientadas a promover y facilitar el acceso al Sistema, a extender la cobertura de los derechos materia de las decisiones de la CIDH y a defender los criterios de protección de las víctimas frente a los Estados, sin que ello vaya en detrimento del derecho de defensa del Estado, sino basados en la desigualdad de en la posición, los medios y los recursos entre unos y otras. 

En general, como lo anunciamos al comienzo de este documento, consideramos que las recomendaciones que incluimos se orientan a fortalecer el sistema y a realizar de mejor manera la protección de los derechos y libertades fundamentales de las personas. 
I. PETICIÓN INDIVIDUAL

1. Sobre la denuncia y    Observaciones adicionales sobre el Sistema de Petición Individual (Puntos 1 y 8 del cuestionario).
a) requisitos formales para la presentación (artículo 28 del Reglamento);
Consideraciones previas:

Exigir demasiados requisitos para la presentación de peticiones “que contengan denuncias o quejas por violaciones” de la Convención por un Estado parte, puede llevar a un trámite excesivamente largo, que sumado al que haya transcurrido para las víctimas en el Estado concernido, resultaría inconsistente con la función principal de la CIDH, “de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos” (Art. 41 de la CADH). 

El trámite ante la Comisión debe realizarse de manera sencilla e informal, sin por ello atentar contra la seguridad jurídica de los intervinientes, ni menoscabar el derecho de defensa del Estado. El procedimiento consagrado en el Art. 48 de la Convención es mucho más simple y asequible: recibida la denuncia la Comisión debe pronunciarse sobre la admisibilidad, atendiendo al cumplimiento de los requerimientos previstos en los Arts. 46 y 47 de la Convención.
El Reglamento
 confiere a la Secretaría Ejecutiva “la responsabilidad del estudio y tramitación inicial de las peticiones presentadas a la Comisión que llenen todos los requisitos establecidos en el Estatuto y en el artículo 28” del citado Reglamento. Pero se trata de una facultad formal y no sustancial, pues el análisis material de los requisitos de la petición solo le corresponden, por mandato de la CADH, a la Comisión. En este sentido el Art. 26. 2 del reglamento debería establecer que si la Secretaría considera que la petición “no reúne los requisitos exigidos en el presente Reglamento”, obligatoriamente y no potestativamente, en consonancia con el objeto y fin del sistema, solicitar al peticionario o a su representante aclaraciones para completarlo. En caso de que la Secretaría persista en su posición de que no se cumple alguno de los requisitos, debe trasladarse a la Comisión, para que sea esta la que decida, pudiendo, si así lo estima,  escuchar previamente a las partes.  Que sea la Secretaría la que determine si un requisito se ha completado o no, excede lo dispuesto expresamente en la Convención y va en detrimento de los derechos de las personas sometidas a jurisdicción de los Estados parte. 

De no completar el requisito en el plazo concedido por la Comisión,  la petición podrá ser archivada, sin que por ello se impida que vuelva a ser presentada, a menos que el requisito omitido conduzca a la imposibilidad de su presentación.

Una vez recibida la petición y constatado el cumplimiento formal de los requisitos previstos en el Reglamento, la Comisión debe proceder a declarar la admisibilidad o inadmisibilidad del caso, mediante un informe escrito que examine  los requisitos previstos en los Arts. 46 y 47 de la CADH y 28 del Reglamento, así como la competencia de la CIDH ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci.  Según sea la decisión, se le debe dar traslado a los peticionarios o al Estado (Art. 48 1. a.  CADH). 

El o los peticionarios podrán controvertir el informe que inadmita y el Estado el de admisibilidad. No debe olvidarse que “Al tenor del artículo 46. 1. a. de la Convención y de conformidad con los principios generales de derecho internacional, incumbe al Estado que ha planteado la excepción de no agotamiento, probar que en su sistema interno existen recursos cuyo ejercicio no ha sido agotado (…)” (Subrayas por fuera del original), y al peticionario que las excepciones que alega para no agotar los recursos internos, efectivamente se han presentado en el caso puesto a consideración de la CIDH
.
En caso de que la Comisión no acepte los argumentos de los peticionarios, “mandará archivar el expediente” y frente a las alegaciones del Estado, de no prosperar, procederá a examinar el fondo de la denuncia (Arts. 48 de la CADH y Art. 37 del Reglamento). 
Este procedimiento es respetuoso de los derechos de las víctimas y del derecho de defensa del Estado, se ajusta con rigor a las previsiones de la CADH y agiliza el trámite de las peticiones que recibe la CIDH.  
Propuesta:

Modificar el Art. 26. 2. del Reglamento: sustituir “podrá solicitar” por “solicitará”.

Modificar el Art. 29. b. del Reglamento: sustituir “podrá solicitar” por “solicitará”.

Modificar el Art. 26. 3. del Reglamento: Quedará así: Si la Secretaría Ejecutiva considera, después de las manifestaciones del peticionario o su representante, que el o los requisitos no se cumplen, lo comunicará a la Comisión, quien podrá decidir continuar con el trámite, escuchar nuevamente al peticionario o archivar el expediente. 

Modificar el Art. 30 del Reglamento así: Sustituir los párrafos 1 y 2:
1. La Comisión, una vez que constate el cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, en el Estatuto de la Comisión y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se pronunciará por escrito sobre la admisibilidad de la petición.
2.  A tal efecto, si reconoce la admisibilidad de la petición, dará traslado de la misma al Estado señalado en la denuncia como violador del o de los derechos reconocidos en la Convención, trasmitiéndole las partes pertinentes de la petición. La identidad del peticionario no será revelada, salvo su autorización expresa. La solicitud de información al Estado no prejuzgará sobre la decisión de admisibilidad que adopte la Comisión. 
Modificar el Art. 36 en el título y de los párrafos 1 y 2: Sustituir el título por “Iniciación del procedimiento sobre el fondo”.

1. Una vez consideradas las posiciones de las partes respecto al Informe de Admisibilidad, la Comisión optará por archivar el expediente  o continuar con el procedimiento sobre el fondo. Las decisiones que tome, junto con el Informe de admisibilidad e inadmisibilidad serán públicos y la Comisión los incluirá en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
2. Con ocasión de la decisión de iniciar el procedimiento sobre el fondo, la petición será registrada como caso. La adopción del informe de admisibilidad no prejuzga sobre el fondo del asunto.       

b) presuntas víctimas: mecanismos y criterios para su individualización y/o determinación;

No siempre es posible la identificación plena y total de las víctimas por la complejidad de las situaciones que se denuncian. En ese sentido, el Art. 28. e. del Reglamento debe mantenerse en el sentido de que el nombre de la víctima debe hacer parte de la petición, cuando sea posible incluirlo. 

En la CADH nada se dice de la víctima y tanto la CIDH como la Corte han reconocido que en situaciones complejas, de violaciones masivas, es posible diferir la identificación de las víctimas, incluso a procesos internos de los Estados. En general se trata de gestiones que muchas veces solo el Estado puede hacer y que hacen parte de su obligación general de garantía. En todo caso, no debe ser un requisito para admitir la petición. Es un asunto que corresponde al fondo, etapa en la cual se pueden determinar o establecer que aunque no sean determinadas si son determinables las víctimas. 

La Corte IDH
 ha señalado:

221.
Al respecto, la Corte considera que la falta de identificación de todas las personas que fueron desplazadas obedece en parte a las circunstancias mismas en que se produjeron las masacres, incluyendo el hecho de que en El Aro se haya incendiado el 80% del pueblo, por lo que se destruyeron a su vez documentos de identidad de los desplazados (supra párr. 125.79).  Lo anterior impide saber con certeza cuántas personas se vieron desplazadas en este caso.  Por ello, este Tribunal puede evaluar esta situación únicamente respecto de quienes hayan sido identificados en el proceso ante él. No obstante, tal y como lo ha señalado anteriormente
, la Corte deja constancia de su profunda preocupación por el hecho de que posiblemente fueron muchas otras las personas que enfrentaron dicha situación y que no fueron identificados en este proceso. 
224.
Para determinar las víctimas del presente caso en relación con la violación del artículo 22 de la Convención, la Corte ha tomado en cuenta varios criterios.  Primero, dichas presuntas víctimas son determinables, ya que los hechos relativos al desplazamiento forzado forman parte de la demanda, en la cual la Comisión señaló que los “actos de violencia destinados a aterrorizar a la población obligaron a las familias a desplazarse del lugar”
.  Asimismo, la Comisión transcribió en la demanda testimonios y sentencias internas en los cuales se hace referencia al “desplazamiento forzado y masivo de aproximadamente mil doscientos (1200) campesinos hacia las jurisdicciones de los municipios de Ituango y de Valdivia”
.   Además, la Comisión señaló en la demanda que los “familiares sobrevivientes de las víctimas ejecutadas se convirtieron en víctimas del desplazamiento”
.  Adicionalmente, la Comisión solicitó que, como medida de reparación, la Corte ordene al Estado colombiano que “adopte las medidas necesarias para garantizar el retorno a su lugar de origen de las víctimas de la incursión, desplazadas forzadamente por la violencia”
.  Por otra parte, existen varios testimonios y peritajes, rendidos tanto a nivel interno como ante este Tribunal, así como una lista relativa a un censo sobre desplazados de Ituango, en los cuales se señala la identidad de dichas personas desplazadas. Por último, refuerza todo lo anterior que el listado de personas fue remitido por los representantes como prueba para mejor resolver presentada a solicitud del Tribunal.
Por su parte, la CIDH
 también se ha pronunciado al respecto: 

102. Al respecto, la Comisión nota en primer lugar que el texto del artículo 44 de la Convención Americana que habilita a “cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental [...] a presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación […] por un Estado parte” no contiene limitaciones de competencia en términos de la identificación “plena y total” de las personas afectadas por la violación.  Se trata de una omisión deliberada, destinada a permitir el examen de violaciones a los derechos humanos que –por sus características— pueden afectar a una persona o grupo de personas determinadas pero que no necesariamente se encuentran plenamente identificadas
.  En la presente petición la dificultad en identificar plenamente a las víctimas de desplazamiento es precisamente su ubicación dispersa por su condición de desplazados.  La CIDH considera que en dichos casos, el empleo de criterios formales para la identificación de las víctimas no coadyuva a la protección internacional de los derechos de circulación, residencia y propiedad privada, por lo que el criterio de identificación de las víctimas en esta etapa del procedimiento debe ser flexible
 y la identificación plena de la totalidad de víctimas será determinada con la prueba aportada por las partes en la etapa de fondo.
103. La apreciación del Estado colombiano en el sentido de que el procedimiento previsto en la Convención Americana para el examen y determinación de la posible responsabilidad estatal en casos individuales no puede ser invocado para examinar situaciones generales o abstractas, es correcta.  Sin embargo, no se trata de una apreciación aplicable al asunto bajo análisis.  El reclamo presentado por los peticionarios no constituye una queja abstracta sobre la situación de los desplazados internos en Colombia.  Los alegatos de hecho presentan circunstancias de tiempo y lugar que afectaron a los miembros del municipio de Tibú, cuya ubicación desde el punto de vista geográfico y temporal es clara.

De manera que los criterios y mecanismos para la individualización o determinación de las víctimas deben ser flexibles, para poder atender las diversas situaciones que se puedan presentar, tal como se desprende del Art. 44 de la CADH, de los Informes de la CIDH y de las Sentencias de la Corte. 
c) digitalización del procedimiento: criterios de aplicación y salvaguardas de acceso a las personas, poblaciones y comunidades excluidos de cobertura.

Todo lo que contribuya a facilitar el trámite de las peticiones ante la CIDH, a agilizar y  tecnificar los procesos y el acceso a la información, debe ser apoyado por los usuarios del sistema. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que en nuestro continente existen zonas y regiones en las cuales no se tiene fácil acceso a las herramientas tecnológicas. Por lo tanto, la digitalización del procedimiento, no debe sustituir a otras formas de manejo de los documentos y de acceso a la información. 
2. Sobre las excepciones al principio de evaluación inicial por orden cronológico cuando.
a) las presuntas víctimas son adultos mayores, niños o niñas y es previsible que el transcurso del tiempo privaría a la petición de su efecto útil;

b) las presuntas víctimas son enfermas terminales;

c) las presuntas víctimas pueden ser objeto de aplicación de la pena de muerte;

d) la Comisión, a través de la adopción de una medida cautelar, busque prevenir daños irreparables al objeto del proceso en conexión con una petición (artículo 25.1 del Reglamento);

e) las presuntas víctimas estén privadas de libertad;

f) la CIDH considere que debido a circunstancias excepcionales, el atraso en un pronunciamiento sobre el fondo del asunto puede privar a la petición de su efecto útil.
Los criterios enunciados son acertados y la cláusula final (f), que deja en manos de la CIDH considerar circunstancias excepcionales, puede jugar un importante papel frente a situaciones que no quepan exactamente en los supuestos previstos en las disposiciones anteriores.

3. Sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo
a) criterios que guían la aplicación de la facultad establecida en el artículo 36.3 del Reglamento, incluyendo la posibilidad de elevarlos a nivel reglamentario.  Entre dichos criterios podría citarse, por ejemplo, los siguientes:

i. vínculo indisoluble entre las consideraciones sobre agotamiento de los recursos internos y el fondo del asunto;

ii. casos de extrema gravedad y urgencia para la presunta víctima; y

iii. cuando el efecto útil de la petición desaparezca con el transcurso del tiempo.

b) medios y oportunidad para informar a las partes sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo establecida en el artículo 36.3 del Reglamento.

En los puntos anotados, los criterios para diferir el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo, nos parecen acertados. La forma de comunicarlo, prevista en el Art. 36. 3. Del Reglamento la consideramos adecuada. 

c) Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH (vg. respuesta del Estado sobre la admisibilidad) a tres meses, prorrogables por un mes más.
d) Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 37.1 del Reglamento de la CIDH (vg. observaciones de las partes sobre el fondo) a cuatro meses, prorrogables por un mes más.
e) Sobre la igualdad de armas en los plazos y la respuesta adecuada por parte de la CIDH cuando éstos son excedidos.
Como ya se ha dicho, la Comisión tiene la función principal “de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos”, lo que encaja con el objetivo y fin del sistema, definido por la jurisprudencia consolidada de la Corte, “la protección de los derechos de todos los seres humanos en América, independientemente de su nacionalidad”
.  

En consecuencia, toda medida establecida para dilatar la protección y las medidas para restablecer y reparar los derechos conculcados atentaría contra tal objetivo y fin e iría en desmedro de la protección de los derechos y libertades fundamentales de las personas sometidas a la jurisdicción de los Estados de América. 
Por otro lado es importante señalar que al hablar de igualdad de armas, debe tenerse en cuenta que las víctimas no pueden ponerse al mismo nivel del poder del Estado, que se expresa en recursos, relaciones y otros factores de los que normalmente carecen quienes sufren la violación de sus derechos. 
Las últimas reformas al Reglamento de la Comisión han estado, en buena medida, orientadas a garantizar el derecho de defensa del Estado, con lo cual, creemos que se ha saldado el eventual déficit que hubiese podido existir en las normas que tuvieron vigencia anteriormente. 
( María Cristina Patiño González, Decana de la Facultad de Derecho y Carlos Rodríguez Mejía, Director del Consultorio Jurídico Internacional 
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� Aprobado por la Corte en su LXXXV Período Ordinario de Sesiones celebrado del 16 al 28 de noviembre de 2009.


� Corte IDH, Documentos Básicos en Materia de Derechos Humanos en el Sistema Interamericano, actualizado a febrero de 2010, San José, Costa Rica, Exposición de motivos de la reforma reglamentaria, pág. 194. 


� CIDH, “Documento de Posición sobre el Proceso de Fortalecimiento del Sistema Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos”, documento OEA/Ser.L/V/II, Doc.68, aprobado por la CIDH el 8 de abril de 2012, pár. 15.


� Corte IDH, El Efecto de las Reservas sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982, Serie A No. 2, pár. 27


� Véase, entre otros, el Preámbulo y los Arts. 2. b., 3. l., y 17.   


� Carta Democrática Interamericana, Asamblea General Extraordinaria de la OEA, Aprobada en la primera sesión plenaria, celebrada el 11 de septiembre de 2001, Lima (Perú). La Carta establece, entre otras disposiciones: II. La democracia y los derechos humanos. Artículo 7. La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las respectivas constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos. 


Artículo 8. Cualquier persona o grupo de personas que consideren que sus derechos humanos han sido violados pueden interponer denuncias o peticiones ante el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos conforme a los procedimientos establecidos en el mismo.


Los Estados Miembros reafirman su intención de fortalecer el sistema interamericano de protección de los derechos humanos para la consolidación de la democracia en el Hemisferio.


� Corte Internacional de Justicia, caso de Barcelona Traction, Light and Power Company, Limited, Judgment, I.C.J. Reports 1970, párr. 33 y 34: 33. En particular, una distinción esencial debe ser trazada entre las obligaciones de un Estado hacia la comunidad internacional en su conjunto, y aquellas que surjan con relación a otro Estado en el ámbito de la protección diplomática. Por su propia naturaleza, las primeras son la preocupación de todos los  Estados. En vista de la importancia de los derechos en cuestión, se puede considerar que todos los Estados tienen un interés jurídico en su protección, son obligaciones erga omnes.


34. Tales obligaciones se derivan, por ejemplo, en el derecho internacional contemporáneo, de la proscripción de los actos de agresión y de genocidio, como también de los principios y normas relativos a los derechos fundamentales de la persona humana, incluida la protección contra la esclavitud y la discriminación racial. Algunos de los correspondientes derechos de protección han entrado en el cuerpo de las normas generales del derecho internacional y a otras le son conferidas esa condición por instrumentos internacionales de carácter universal o cuasi universal (Traducción no oficial).


� Reglamento, Art. 24: Tramitación motu proprio. La Comisión podrá, motu proprio, iniciar la tramitación de una petición que contenga, a su juicio, los requisitos para tal fin.


� Principio  Iura Novit Curia, definido por la Corte IDH, en los términos siguientes: un principio general de Derecho, iura novit curia, del cual se ha valido reiteradamente la jurisprudencia internacional en el sentido de que el juzgador posee la facultad e inclusive el deber de aplicar las disposiciones jurídicas pertinentes en una causa, aun cuando las partes no las invoquen expresamente (…). Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, Fondo, Sentencia de 29 de julio de 1988,  Serie C No. 4, pár. 163.


� Documento OEA/Ser. P/AG/doc. 5310/12,  26 mayo 2012,  Punto 82 del temario, Informe del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos para la Consideración del Consejo Permanente (Aprobado por el Consejo Permanente durante la sesión celebrada el 25 de enero de 2012). 


�  Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales "Protocolo de San Salvador", adoptado  el 17 de noviembre de 1988, en vigor internacionalmente desde el 16 de noviembre de 1999.


� Adoptada el 9 de junio de 1994, entrada en vigor el 5 de marzo de 1995. El Art. 12 limita la posibilidad de acudir al Sistema solo a las violaciones de los derechos reconocidos en el Art. 7.


� Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10, pár. 43.


� Art. 29. Normas de Interpretación.


� El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales de 4 de Noviembre de 1950, revisado en conformidad con el Protocolo n° 11 (Fecha de entrada en vigor 1 de noviembre 1998), establece en el art. 46 la obligatoriedad de las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos  y otorga facultades al Consejo de Ministros para velar por su cumplimiento: “1 Las Altas partes Contratantes se comprometen a acatar las sentencias definitivas del Tribunal en los litigios en que sean partes. 2 La sentencia definitiva del Tribunal será transmitida al Comité de Ministros, que velará por su ejecución”.


� La Carta de la OEA, en el preámbulo establece: 


Ciertos de que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región;


Seguros de que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la buena vecindad no puede ser otro que el de consolidar en este Continente, dentro del marco de las instituciones democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;


� Corte IDH, Caso Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos, sentencia de 23 de noviembre de 2009, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas: 339. (…)Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana.


� CIDH, “Documento de Posición sobre el Proceso de Fortalecimiento del Sistema Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos”, documento OEA/Ser.L/V/II, Doc.68, aprobado por la CIDH el 8 de abril de 2012., pár. 28. A este respecto el documento aporta los siguientes datos:�


  de género (…).


�CIDH, “Documento de Posición sobre el Proceso de Fortalecimiento del Sistema Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos”, documento OEA/Ser.L/V/II, Doc.68, aprobado por la CIDH el 8 de abril de 2012, pár. 31 a 34.


� Santiago Cantón, Museo de la Américas, 17 de mayo de 2012.


� CIDH, “Documento deposición (…)”, pár. 50 y 51. La Comisión señala que desde 2005 siete resoluciones de la Asamblea General han pedido a la Secretaría General que busque medidas para incrementar la participación de los órganos del sistema en el presupuesto ordinario sin que eso se hubiera materializado. 


� Grupo de Trabajo, “Informe (…)”, supra, nota 1, punto 7, recomendaciones a los Estados miembros.


� Resolución 447 adoptada por la Asamblea General de la OEA en su noveno período ordinario de sesiones, celebrado en la Paz, Bolivia, octubre de 1979.


� Art. 26.1. 


� Corte IDH, Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990, Serie A No. 11.


� Corte IDH, Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148, párr. 221  y 224. 


� Cfr. Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 8, párr. 183.


� Párrafo 54 de la demanda de la Comisión Interamericana.  Ver también párrafos 2 y 150 de la demanda de la Comisión Interamericana.


� Párrafo 62 de la demanda de la Comisión Interamericana.


� Párrafo 133 de la demanda de la Comisión Interamericana.  Ver también párrafo 134 de la demanda de la Comisión Interamericana.


� Párrafo 154, inciso vii de la demanda de la Comisión Interamericana.


� CIDH, Informe No. 51/10, Petición 1166-05, Admisibilidad, Masacres de Tibú (Colombia), 18 de marzo de 2010.


� CIDH Informe No. 86/06 Marino López y otros (Operación Génesis), párr. 34 e Informe No. 15/09, Masacre y desplazamiento forzado de los Montes de María, párr. 47.


� CIDH Informe No. 86/06 Marino López y otros (Operación Génesis), párr. 34.


� Corte IDH, El Efecto de las Reservas sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982, Serie A No. 2, pár. 27





[image: image1.png]29. En el afio 2011, la Comision recibio mas de 1.600 nuevas denuncias, celebro tres
periodos de sesiones, administré mas de 8.500 asuntos pendientes y, en conexidn con éstos, aprobd 67
informes sobre admisibilidad, 11 de inadmisibilidad, ocho de soluciéon amistosa, 54 de archivo, 25 de
fondo. Ademads, la Comisién publicé cinco sobre el fondo, sometié 23 casos al conocimiento de la Corte
Interamericana de Derechos, tomé conocimiento y decidié respecto de més de 400 solicitudes urgentes
de medidas cautelares, celebré 91 audiencias y 58 reuniones de trabajo, realizd mas de 30 visitas
lideradas por Comisionadas o Comisionados en su calidad de Relatores de Pais o Relatores Tematicos,
emitié 138 comunicados de prensa, y realizé 5 seminarios y cursos de formacién. A las anteriores
actividades propias del tramite de casos individuales y mecanismos urgentes de proteccién, se suman
los mandatos acordados por la Asamblea General mediante sus Resoluciones especificas. Sélo en el afio
2011, la Asamblea General exhorté a la Comisién a otorgar especial atencién a los trabajadores
migratorios y sus familias’; a los defensores de derechos humanos’; a las personas en condicion de
detencién";ra los adultos mayeres5 y a los temas de derechos humanos y orientacion sexual e identidad



